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SERVIDORES DE HOSPITALES OFICIALES/CLASIFICACIÓN – Evolución legal y jurisprudencial/SERVIDORES DE HOSPITALES OFICIALES- Por regla general son empleados públicos y excepcionalmente podrían ser considerados trabajadores oficiales

SERVIDORES OFICIALES- Quienes desempeñan cargos no directivos distintos al mantenimiento de la planta física hospitalaria o de servicios generales

TRABAJADORES DE SEVICIOS GENERALES- Definición 

A grandes rasgos, la situación de los servidores de los hospitales oficiales ha tenido esta evolución en el ordenamiento legal y en la jurisprudencia.

Mientras rigió el art. 4º del Decreto 2.127 de 1945, la regla imperante era la de que las personas que laboraban en la administración pública eran empleados públicos, ligados mediante relación legal y reglamentaria.

Sin embargo, por vía de excepción, ese canon legal contemplaba varias hipótesis que daban lugar a la vinculación mediante contrato de trabajo. Esas hipótesis hacía relación a actividades donde estuviera de por medio el lucro o la ganancia, o a entidades susceptibles de ser fundadas y manejadas en la misma forma que los particulares.

En fuerza de esas situaciones de excepción, se consideraba a los servidores de los hospitales como trabajadores oficiales, unidos por un contrato de estirpe laboral.

Con la entrada en vigencia del art. 5º del Decreto 3.135 de 1968, la situación sufrió una reforma radical, puesto que se determinó que quienes prestan sus servicios en los establecimientos públicos son, en principio, empleados públicos, y, sólo por excepción, son trabajadores oficiales los de la construcción y sostenimiento de las obras públicas o los que desempeñan cargos determinados en los estatutos como susceptibles de ser desarrollados por personas atadas por contrato de trabajo.

Siendo ello así, era evidente la conclusión de que si procesalmente no se acreditaba la excepción, el trabajador quedaba inexorablemente cobijado por la reglas de los empleados públicos. 

Ahora bien, conforme a lo prescrito por el Decreto 3.130 de 1968, las fundaciones e instituciones de utilidad común creadas o autorizadas por la ley, son establecimientos públicos.

Lo anterior significaba que los trabajadores de los hospitales oficiales caían dentro de las previsiones del art. 5º del Decreto 3.135 de 1968, de suerte que generalmente tenían la calidad de empleados públicos y, excepcionalmente, podían ser considerados trabajadores oficiales.

En 1975 se dictaron normas  que organizaron el llamado Sistema Nacional de Salud, al cual quedaron adscritas todas las entidades oficiales que tengan que ver con la salud e higiene de la comunidad.

Conforme al Decreto 694 de aquel año, que entró en vigencia el 14 de abril del mismo, las personas vinculadas a los organismos adscritos al Sistema Nacional de Salud tenían la calidad de empleados públicos, por regla general, y, por excepción la de trabajadores oficiales quienes antes de la vigencia de la norma legal aludida gozaban de ese carácter.

Pues bien, con la  expedición de la ley 10 de 1990 que entró en vigencia  a partir del 10 de enero de l990, por la cual se reorganizó el sistema Nacional de Salud, que señala pauta sobre el régimen de los servidores de dichos centros Hospitalarios o de Higiene, el capítulo IV Estatuto  de personal, artículo 26 de la supradicha normatividad, el cual dispone la clasificación de los empleos de las personas vinculadas al Sistema Nacional de Salud y reza: (…)
De tal suerte, que esta nueva clasificación establece que los servidores de la Salud son empleados públicos, empleados de carrera y trabajadores oficiales. 

De conformidad con el artículo 26 de la ley 10 de 1990, trascrito, en su Parágrafo incluye como trabajadores  oficiales a los cargos no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales en las mismas instituciones, correlacionando esto con lo que define la circular número 12 del 6 de febrero de 1991, emanada del Ministerio de Salud, sobre lo que debe entenderse por SERVICIOS GENERALES, como aquellas actividades que se caracterizan por el predominio de tareas manuales o de simple ejecución, encaminada a satisfacer las necesidades que le son comunes a todas las entidades, tales como cocina, ropería. Lavandería, costura, celaduría,  transporte, traslado de pacientes, aseo en general y las propias del servicio doméstico,  entre otras.   (El subrayado es nuestro)

En este orden de ideas, se deduce claramente, que al haberse desempeñado la actora como Auxiliar de Enfermería de la E.S.E Hospital  Central Julio Méndez Barreneche, se concluye que no tuvo la calidad de trabajadora oficial, atada al ante llamado a juicio por medio de contrato de trabajo, pues sus tareas nada tenían que ver con el mantenimiento de la planta física, ni con servicios generales...”

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

SALA LABORAL
(Magistrado Ponente: José Pablo Otero Montalvo)

Ref: proceso Ordinario Laboral de Sofía Esther Rodríguez Torrado, contra La E.S.E. Hospital Central Julio Méndez Barreneche en Liquidación. 
En Santa Marta, a los veintiún (21) días del mes de enero de dos mil once (2011), siendo las nueve de la mañana, (9:00), día y hora señalados por auto de fecha trece  (13) de diciembre de 2010, para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el ORDINARIO LABORAL promovido, ante el Juzgado Cuarto  Laboral del Circuito de Santa Marta, por la señora Sofía Esther Rodríguez Torrado, contra  La E.S.E. Hospital Central Julio Méndez Barreneche en Liquidación,  se constituyeron en audiencia pública para tal efecto los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión.

Acto seguido, se procede a dictar  SENTENCIA

ANTECEDENTES
La  señora Sofía Esther Rodríguez Torrado, instauró demanda  ordinaria laboral  contra  La E.S.E. Hospital Central Julio Méndez Barreneche en Liquidación,  con el propósito que se  le pague cesantías,  intereses de cesantías, primas de servicios, vacaciones desde el año 2000 al 2005, indemnización moratoria, dotación y calzado, subsidio familiar, salarios insolutos, aportes a la seguridad social, prima de vacaciones, vacaciones, trabajos en días ordinarios, dominicales y festivos y bonificación.
Afirmó que, ingresó a laborar al servicio de la ESE. Hospital Central Julio Méndez Barreneche, del año 2000 al 2005, desempeñando el cargo de Auxiliar de Enfermería, que estuvo vinculada a través de un contrato de trabajo de servicios temporales, los cuales mes por mes le elaboraban una orden de prestación de servicios, cuando en la práctica lo que se llevó a cabo fue un auténtico y real contrato de trabajo ya que cumplía a cabalidad con los tres elementos constitutivos de este; que no se encontraba afiliada al Sistema de Seguridad Social, ni en salud, ni en pensión y mucho menos a una ARP, que fue despedida sin justa causa.
La demanda fue admitida y notificada en debida forma a la entidad demandada, quién la contestó a través de un profesional del derecho manifestando que  son ciertos los hechos primero, cuarto,  y que los demás no le constan. Se opuso a las pretensiones de la demanda y propuso las excepciones de cobro de lo no debido y prescripción.
La controversia jurídica que enfrenta a las partes trabadas en esta contienda judicial la desató la sentencia de  fecha  24 de agosto de 2010, pronunciada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Santa Marta, en cuya virtud absolvió al ente demandado de todas las pretensiones de la demanda y gravó con las costas a la demandante. 

El juzgado de conocimiento concluyó  después de hacer un estudio de todas las piezas procesales y de hacer mención de algunas normas laborales tales como  artículo 26 de la ley 10 de 1990,  en donde manifiesta que el cargo desempeñado por la demandante no puede ser realizado por persona vinculada a través de un contrato de trabajo, por lo que no es dable alegar que estuvo atada por un contrato de linaje laboral,  pues las funciones realizadas por la accionante no corresponden a  las de un trabajador oficial dentro de la entidad hospitalaria.

Con el fin de que se cumpla el grado de competencia funcional de la consulta, contemplado en el artículo 69 del estatuto que gobierna los ritos del trabajo, el expediente se encuentra para el estudio de esta Colegiatura.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
Se encuentra demostrado que la demandante laboró con la E.S.E. Hospital Central Julio Méndez Barreneche en Liquidación, en el cargo de Auxiliar de Enfermería,  mediante contrato de prestación de servicios, pues así se colige de las copias de ordenes de prestación de servicios que se anexan con la demanda y que además es aceptado por la demandada. ( ver folios 8 a 30 , 37 a  59).

A grandes rasgos, la situación de los servidores de los hospitales oficiales ha tenido esta evolución en el ordenamiento legal y en la jurisprudencia.

Mientras rigió el art. 4º del Decreto 2.127 de 1945, la regla imperante era la de que las personas que laboraban en la administración pública eran empleados públicos, ligados mediante relación legal y reglamentaria.

Sin embargo, por vía de excepción, ese canon legal contemplaba varias hipótesis que daban lugar a la vinculación mediante contrato de trabajo. Esas hipótesis hacía relación a actividades donde estuviera de por medio el lucro o la ganancia, o a entidades susceptibles de ser fundadas y manejadas en la misma forma que los particulares.

En fuerza de esas situaciones de excepción, se consideraba a los servidores de los hospitales como trabajadores oficiales, unidos por un contrato de estirpe laboral.
Con la entrada en vigencia del art. 5º del Decreto 3.135 de 1968, la situación sufrió una reforma radical, puesto que se determinó que quienes prestan sus servicios en los establecimientos públicos son, en principio, empleados públicos, y, sólo por excepción, son trabajadores oficiales los de la construcción y sostenimiento de las obras públicas o los que desempeñan cargos determinados en los estatutos como susceptibles de ser desarrollados por personas atadas por contrato de trabajo.

Siendo ello así, era evidente la conclusión de que si procesalmente no se acreditaba la excepción, el trabajador quedaba inexorablemente cobijado por la reglas de los empleados públicos. 

Ahora bien, conforme a lo prescrito por el Decreto 3.130 de 1968, las fundaciones e instituciones de utilidad común creadas o autorizadas por la ley, son establecimientos públicos.

Lo anterior significaba que los trabajadores de los hospitales oficiales caían dentro de las previsiones del art. 5º del Decreto 3.135 de 1968, de suerte que generalmente tenían la calidad de empleados públicos y, excepcionalmente, podían ser considerados trabajadores oficiales.

En 1975 se dictaron normas  que organizaron el llamado Sistema Nacional de Salud, al cual quedaron adscritas todas las entidades oficiales que tengan que ver con la salud e higiene de la comunidad.

Conforme al Decreto 694 de aquel año, que entró en vigencia el 14 de abril del mismo, las personas vinculadas a los organismos adscritos al Sistema Nacional de Salud tenían la calidad de empleados públicos, por regla general, y, por excepción la de trabajadores oficiales quienes antes de la vigencia de la norma legal aludida gozaban de ese carácter.

Pues bien, con la  expedición de la ley 10 de 1990 que entró en vigencia  a partir del 10 de enero de l990, por la cual se reorganizó el sistema Nacional de Salud, que señala pauta sobre el régimen de los servidores de dichos centros Hospitalarios o de Higiene, el capítulo IV Estatuto  de personal, artículo 26 de la supradicha normatividad, el cual dispone la clasificación de los empleos de las personas vinculadas al Sistema Nacional de Salud y reza:

“CLASIFICACION DE EMPLEOS. En la estructura administrativa de la nación, de las entidades territoriales o de sus entidades descentralizadas, para la organización y prestación de los servicios de Salud, los empleos pueden ser de libre nombramiento y remoción o de carrera.  

Son de libre nombramiento y remoción

1º) En la administración nacional central o descentralizada: Los enumerados en las letras  ( a, b, c, e, i ) del artículo 1º de la ley 61 de 1987.

2º) En las entidades territoriales o en sus entes descentralizados:

a) Los de Secretario de salud o director seccional  o local del sistema de salud, o quien haga sus veces, y los del primer nivel jerárquico, inmediatamente siguiente:   

b) Los de Director, representante legal de entidad descentralizada, y los del primero y segundo nivel jerárquico inmediatamente siguiente:

c) Los empleos que correspondan a funciones de dirección, formulación  y adopción de políticas, planes y programas de asesorías.  

Todos los demás empleos son de carrera, los empleados de carrera podrán ser  designados en comisión en cargos de libre nombramiento y remoción, sin perder su pertenencia a la carrera administrativa.”

“ PARAGRAFO. Son trabajadores oficiales, quienes desempeñen cargos no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales en las mismas instituciones.”  (El subrayado es nuestro)

De tal suerte, que esta nueva clasificación establece que los servidores de la Salud son empleados públicos, empleados de carrera y trabajadores oficiales. 

De conformidad con el artículo 26 de la ley 10 de 1990, trascrito, en su Parágrafo incluye como trabajadores  oficiales a los cargos no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales en las mismas instituciones, correlacionando esto con lo que define la circular número 12 del 6 de febrero de 1991, emanada del Ministerio de Salud, sobre lo que debe entenderse por SERVICIOS GENERALES, como aquellas actividades que se caracterizan por el predominio de tareas manuales o de simple ejecución, encaminada a satisfacer las necesidades que le son comunes a todas las entidades, tales como cocina, ropería. Lavandería, costura, celaduría,  transporte, traslado de pacientes, aseo en general y las propias del servicio doméstico,  entre otras.   (El subrayado es nuestro)
En este orden de ideas, se deduce claramente, que al haberse desempeñado la actora como Auxiliar de Enfermería de la E.S.E Hospital  Central Julio Méndez Barreneche, se concluye que no tuvo la calidad de trabajadora oficial, atada al ante llamado a juicio por medio de contrato de trabajo, pues sus tareas nada tenían que ver con el mantenimiento de la planta física, ni con servicios generales.

DECISIÓN.

Como no se acreditó la existencia de la relación contractual laboral, se cae de peso el descalabro de las súplicas de la demanda. Como esa fue la decisión del a quo, se impone la confirmación de su fallo, sin haya lugar a imponer costas en la segunda instancia por no haberse causado durante su trámite.

En mérito de las consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

Primero. CONFÍRMASE la sentencia de veinticuatro (24) de agosto  de dos mil diez (2010), dictada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito  de Santa Marta.

Segundo. Sin costas en esta instancia.

Notifíquese y Cúmplase.

Acta No.  001 del  18 de enero de 2011.   

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se declara terminada y, para constancia, se firma por los que intervinieron.

JOSE PABLO OTERO MONTALVO

   LAURA MARGARITA MANOTAS GONZÁLEZ    ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO
                                                                                                    Con permiso
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